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Guadalajara de Buga, veintitrés (23) de junio de dos mil veintiséis (2026). 

 

 

 
OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
En virtud de la nulidad de la acción de tutela radicada bajo la partida No. 

76111318700320260002300 decretada por el Honorable Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Buga Valle, con auto del 12 de junio de 2026 y como 

M.P el Dr. Carlos Andrés Guzmán Díaz a partir del auto de admisión con 

fecha del 30 de abril de 2026, procederá el despacho a subsanar la 

irregularidad conforme a lo ordenado y se avocará nuevamente la presente 

acción constitucional.  

 

Se procede entonces a resolver sobre la admisibilidad de la acción de 

tutela instaurada por la señora Yuri Andrea Orjuela Ramírez, contra la 

Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (En adelante Minciencias), 

por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales al “petición, 

debido proceso administrativo, igualdad, confianza legítima y acceso 

efectivo a participar en un proceso público de convocatoria.” 

 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 
Revisado el escrito mediante el cual se impetra el amparo, encuentra el 

Juzgado que el mismo cumple con los requisitos mínimos que, en su 

informalidad, caracterizan esta acción constitucional. Por consiguiente, 

conforme con lo establecido en los Decretos 2591 de 1991, 1069 de 2015, 

1983 de 2017 y 333 de 2021, y 799 de 2025, habrá de abocarse su 

conocimiento y, en consecuencia, se ordenará correr traslado a la entidad 

accionada, tanto de la demanda como de sus anexos, por el término de 

dos (2) días, para garantizarle el derecho de defensa y presente los 

informes relacionados con este caso. 

 
Asimismo, se dispondrá vincular a este trámite constitucional al Ministerio 

de Educación Nacional y a todos los participantes de la convocatoria No. 

975 de 2026 “Becas para el cambio, formación a Maestrías y Doctorados” 

en la medida que el fallo que se profiera puede comprometer sus intereses 

e implicar una orden que deban cumplir. Igualmente, para garantizarle su 

derecho defensa y contradicción, se les correrá traslado por el término de 
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dos (2) días. 

 

La acción de tutela regula la solicitud de medidas provisionales en el 

artículo 7º del decreto 2591 de 1991 "Por el cual se reglamenta la acción 

de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política'' dispone 

lo siguiente: 

 
“ARTICULO 7º-Medidas provisionales para proteger un derecho. 
Desde la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente 
lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, 
suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o 
vulnere. 
Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la 
ejecución o la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios 
ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá 
ordenar lo que considere procedente para proteger los derechos y 
no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante. 

La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél 
contra quien se hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito 
posible. 
El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier 
medida de conservación o seguridad encaminada a proteger el 
derecho o a evitar que se produzcan otros daños como 
consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con 
las circunstancias del caso. 
El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución 
debidamente fundada, hacer cesar en cualquier momento la 
autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que 
hubiere dictado.” 

 
Es importante señalar que acorde con la finalidad protectora de los 

derechos fundamentales de la acción de tutela, las medidas provisionales 

buscan hacer efectiva dicha protección, cuando de esperarse a la 

culminación del proceso, las decisiones que se adopten en el fallo podrían 

resultar ineficaces, es decir, buscan conjurar de manera previa al fallo, un 

peligro o vulneración que se está presentando o que se percibe como de 

inminente ocurrencia y que no da tiempo a esperar por un fallo definitivo. 

 
En este mismo sentido lo ha entendido la Corte Constitucional cuando en 

providencia manifestó que: 

 
“La medida provisional de suspensión de un acto concreto que 
presuntamente amenaza o vulnera un derecho fundamental, pretende 
evitar que la amenaza al derecho se convierta en violación o que la 
violación del derecho produzca un daño más gravoso que haga que el 
fallo de tutela carezca de eficacia en caso de ser amparable el derecho. 
Como su nombre lo indica, la medida es provisional mientras se emite 
el fallo de tutela, lo cual significa que la medida es independiente de la 
decisión final. 
3. El juez de tutela podrá adoptar la medida provisional que considere 
pertinente para proteger el derecho, cuando expresamente lo 
considere necesario y urgente. Esta es una decisión discrecional que 
debe ser “razonada, sopesada y proporcionada a la situación 
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planteada”1.  

 
Es decir que, el objetivo pretendido con las medidas provisionales, es el 

de evitar que el daño se concrete o que, de estarse produciendo, no se 

prolongue por un término mayor. Es así como al analizar las precisas 

circunstancias del caso en estudio, el juez determinará si es o no necesaria 

la adopción de medidas previas a las definitivas del fallo. 

 
Al respecto, considera el despacho que para establecer si es viable 

decretar la medida solicitada por el accionante, es necesario indagar si la 

vulneración del derecho o derechos fundamentales señalados por la parte 

actora se evidencia de forma manifiesta, si los fundamentos fácticos tienen 

un principio de prueba sobre su ocurrencia y, si la medida solicitada tiene 

el efecto útil de proteger el derecho que se busca tutelar. Lo anterior por 

cuanto la procedencia de la medida cautelar pende de la demostración o 

de la inminencia a una vulneración de un derecho fundamental, para 

prevenirla, o de su vulneración actual, para hacerlo cesar. 

 
Analizado el acervo probatorio no se encuentra que, per se, vaya a 

generarse una situación que altere por una parte el derecho de petición en 

los términos de la ley 1755, y el debido proceso o alguno de los otros 

derechos invocados, por lo que no se accederá al decreto de medida 

provisional alguna, máxime cuando no se logra establecer la existencia de 

un perjuicio cierto, inminente, que deba ser protegido inmediatamente y/o 

que haga urgente la adopción de las medidas tendientes a la protección de 

sus derechos, cuando precisamente, lo que pretende, hace parte de la 

decisión constitucional. 

 
Advierte este Despacho Judicial que la presente acción, en suma, satisface 

los requisitos formales del artículo 14 del Decreto 2591 de 1991, por lo 

tanto 

 
RESUELVE: 

 
Primero: Tramitar preferencial y sumariamente, teniendo en cuenta los 

principios de publicidad, prevalencia del derecho sustancial, economía, 

celeridad y eficacia, la solicitud de tutela que señora Yuri Andrea Orjuela 

Ramírez, contra Minciencias, por la presunta vulneración de sus derechos 

fundamentales de “petición, debido proceso administrativo e igualdad”. 

 
Segundo: Negar la medida provisional solicitada por el actor, toda vez que 

lo pretendido hace parte del objeto de la demanda constitucional, según lo 

expuesto. 

 
Tercero: Conceder el término improrrogable de DOS (2) DÍAS para que la 

entidad accionada, Minciencias, se pronuncie, con respecto a los hechos 

de la presente acción, para lo cual se librará oficio con los insertos de caso. 

Se advierte que, el informe se entiende presentado bajo la gravedad del  

                                                
1 Auto de la corte constitucional A-207 de 2012 del 18 de septiembre de 2012 
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juramento, y de no entregarlo dentro del término señalado, 

comprometerán su responsabilidad y en especial se podrán tener por 

ciertos los hechos, resolviendo de plano. En la respuesta indicar 

claramente el empleado responsable del presente trámite constitucional y 

su superior inmediato. 

 
Cuarto: Vincular al presente trámite constitucional al Ministerio de 

Educación Nacional, y a todos los participantes de la convocatoria No. 975 

de 2026 “Becas para el cambio, formación a Maestrías y Doctorados” en 

la medida que el fallo que se profiera puede comprometer sus intereses e 

implicar una orden que deban cumplir. Igualmente, para garantizarle su 

derecho defensa y contradicción, se les correrá traslado por el término de 

dos (2) días para que respondan en este trámite constitucional. 

 
Quinto: Requerir al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (En 

adelante Minciencias) para que, por intermedio de esta entidad, proceda 

a notificar del presente trámite a los participantes de la convocatoria No. 

975 de 2026 “Becas para el cambio, formación a Maestrías y Doctorados” 

a través de la página web de esta entidad y a los correos electrónicos de 

los participantes; se insta para la remisión de las constancias pertinentes 

a este despacho judicial respecto de la notificación del presente.  

 

Sexto: Notificar a todas las partes (Accionante – Accionada – Vinculados) 

del modo más expedito y eficaz posible. 

 

 
Cúmplase y notifíquese, 

 
La juez, 

 

 
      GLORIA AMINTA ESCOBAR CRUZ
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